ACTA N° 05-2004

CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San José, a las diez horas con cinco minutos del  once de marzo del año dos mil cuatro.

Se inicia la presente sesión extraordinaria con la asistencia de la Magistrada Ana Virginia Calzada Miranda, quien preside; Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, Lic. Jorge Segura Román en representación del Ministerio Público, Lic. Gerardo Láscarez Jiménez, en representación de la Dirección del Organismo de Investigación Judicial, Lic. Horacio González Quiroga, Juez Tribunal Superior Contencioso Administrativo, a Licda. Milena Conejo en representación de la Jefa de la Defensa Pública y la Sra. Odalia Campos Villalobos, Secretaria de la Escuela Judicial. El Dr. Víctor Ardón Acosta, Juez Tribunal Superior de Trabajo se excusó.

ESCUELA JUDICIAL

ARTICULO I

Se aprueba el acta N° 04-2004 del 12 de febrero de 2004. 

ARTICULO II

El Lic. Franz Josef Korte Nuñez, Juez de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de San José, en oficio de fecha 23 de junio de 2003 dirigido al Magistrado Daniel González Alvarez, Presidente de la Comisión de Asuntos Penales dice:

“A través de la presente me dirijo a usted para solicitar se sirvan aclarar al suscrito lo siguiente:

De conformidad con el artículo 181 de la Ley de Tránsito, las causales de interrupción de prescripción eran en materia de tránsito el señalamiento a debate, así como las que prescribía el Código Penal en los artículo 82 y el transitorio tercero de la Ley 5712 del 11-7-75 reformado por el artículo 7 de la Ley 6726 del 3 de marzo del 82. (verbigracia todos aquellos actos que se realizaran posterior al señalamiento a debate entre ellos la sentencia).

Ahora bien, con la entrada en vigencia del Código Procesal Penal, y en especial de la recomendación emitida por ustedes anteriormente, emanada luego de una consulta del suscrito respecto de la prescripción en materia de tránsito, se nos ha recomendado que el instituto de la prescripción es específico y está expresamente señalado en la Ley y por ende, debe aplicarse lo que de ella dimane.

Entonces con base en ello consulto: ¿La sentencia de primera instancia continúa siendo el interruptor por excelencia de los actos procesales en materia de tránsito, o ha dejado de serlo totalmente?  Se parte del hecho que tal causal de interrupción es parte del nuevo Código, las cuales en apariencia no son de aplicación en esta materia según lo recomendado por ustedes.

Véase el efecto que las causales de interrupción del Código Penal están derogadas tácitamente por el nuevo Código Procesal, de manera que de seguir estrictamente la recomendación en materia de tránsito el único interruptor vigente sería el señalamiento a debate.”
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El Lic. Román Bresciani Quirós, Abogado asistente de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-043-2004 del 10 de febrero de 2004 dice:

“Mediante oficio de la Comisión de Asuntos Penales, número CAP-02-03 de 7 de julio de 2003, fue remitida a la Escuela Judicial la CONSULTA SOBRE LAS CAUSALES DE INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN EN MATERIA DE TRÁNSITO, realizada del Lic. Franz Josef Korte Nuñez, Juez de Tránsito  del Segundo Circuito Judicial de San José, Goicoechea, cuyo análisis se adjunta por parte del suscrito para su aprobación”.

CONSULTA SOBRE LAS CAUSALES DE INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN EN MATERIA DE TRÁNSITO

        Elaborada por:

Lic. Román Bresciani Quirós

Antecedentes

I. Mediante oficio de la Comisión de Asuntos Penales, número CAP-02-03 de 7 de julio de 2003, es remitida a la Escuela Judicial la consulta del Lic. Franz Josef Korte Nuñez, Juez de Tránsito  del Segundo Circuito Judicial de San José, Goicoechea, por medio de nota presentada el pasado 23 de junio de 2003.

II. El distinguido Juez Korte Nuñez, consulta con respecto a las causales de interrupción de la prescripción en materia de tránsito, en conformidad con lo establecido en el artículo 181 de la Ley de Tránsito, en relación con lo establecido en el Código Penal, el Código Procesal Penal y la Ley N°5712 de 11 de julio de 1975 y su reforma. 

III. La presente consulta cumple con los requisitos de admisibilidad establecidos por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en su sesión Nº15-01, del veintitrés de agosto de dos mil uno, artículo V. Por lo anterior, se procede a resolverla de conformidad con el artículo 6, inciso b) de la Ley N°6593, Ley de Creación de la Escuela Judicial. Se advierte al consultante que el presente análisis no tiene carácter vinculante.

Resolución de la consulta

El Lic. Franz Josef Korte Nuñez, refiere en su consulta lo siguiente:

“¿La sentencia de primera instancia continúa siendo el interruptor por excelencia de los actos procesales en materia de tránsito, o ha dejado de serlo totalmente?”

Conforme dicha interrogante, el presente análisis se circunscribirá a determinar las causales de interrupción de la prescripción en materia de tránsito, a efectos de dilucidar si la sentencia de primera instancia continúa siendo interruptor por excelencia de los actos procesales en dicha materia.  

Causales de interrupción de la prescripción en Materia de Tránsito

De principio, la prescripción de la acción penal puede concurrir por las causales establecidas en el artículo 181 de la Ley de Tránsito, así como aquellas que se estipulan en el artículo 83 del Código Penal.

En ese sentido, obsérvese lo indicado en  el artículo 181 de la Ley de Tránsito:

 "La prescripción de la acción penal se interrumpe por el señalamiento para audiencia oral  y pública o por concurrencia de cualquiera de las causales previstas en el Código Penal. También, se suspende si se interpone un recurso de inconstitucionalidad, si es necesario realizar los trámites de levantamiento de inmunidad o en los demás casos previstos en el Código Penal.” 
 (Lo subrayado no es del original).

Por su parte, el artículo 83 del Código Penal señala lo siguiente:

“Artículo 83.- La prescripción de la acción penal comienza a correr, para las infracciones consumadas, desde el día de la consumación; para las tentativas, desde el día en que se efectuó el último acto de ejecución y para los delitos permanentes, desde el día en que cesó su continuación o permanencia. 

Se suspenderá la prescripción en el caso de que surja en el proceso una cuestión prejudicial y mientras ésta no se defina. 

El reo puede renunciar a la prescripción de la acción penal. 

El enjuiciamiento en firme interrumpe la prescripción, lo mismo que la comisión de un nuevo delito; en estos casos, la prescripción comenzará a correr nuevamente desde el día de la interrupción. 

La prescripción corre, se suspende o se interrumpe separadamente para cada uno de los que han intervenido en el hecho punible. En el caso de juzgamiento conjunto de varios delitos, las respectivas acciones penales que de ellos resulten, prescribirán separadamente en el término señalado a cada uno.”  

Si bien la Ley de Tránsito refiere expresamente a lo dispuesto en el  artículo 83 del Código Penal antes citado, lo ahí establecido no puede aplicarse, en virtud de su derogatoria mediante Ley de Reorganización Judicial N°7725 de 15 de diciembre de 1997, siendo únicamente aplicables las tres primeras causales de interrupción de la prescripción de los actos procesales en materia de tránsito dispuestas el  artículo 181 de la Ley de Tránsito, las cuales son:

1. El señalamiento para audiencia oral y pública.

2. La interposición de un recurso de inconstitucionalidad, 

3. La realización de los trámites de levantamiento de inmunidad, en aquellos casos que sea necesario. 
Como bien hace referencia el señor Juez Korte Nuñez, “…con la entrada en vigencia del Código Procesal Penal, y en especial de la recomendación emitida por ustedes anteriormente, emanada luego de una consulta del suscrito respecto de la prescripción en materia de tránsito, se nos ha recomendado que el instituto de la prescripción es específico y está expresamente señalado en la Ley y por ende, debe aplicarse lo que de ella dimane”, criterio que se comparte, por lo que se reitera que deben aplicarse solamente las tres primeras causales de interrupción de la prescripción que el artículo 181 de la Ley de Tránsito establece.

Además, debido a que con la derogatoria del artículo 83 del Código Penal no se estableció expresamente la remisión de la Ley de Tránsito a los numerales 31-35 del nuevo Código Procesal Penal - que establecen las causales  de interrupción de la prescripción de los actos procesales en materia penal -, por lo que éstas no pueden ser aplicables en materia de tránsito.

Por consiguiente, este análisis concluye que  la sentencia de primera instancia, no es una causal que  interrumpe la prescripción de los actos procesales en materia de tránsito, siendo únicamente aplicable el artículo 181 de la Ley de Tránsito, según el alcance arriba referido.

Conclusiones:

Del análisis realizado, en conformidad con la consulta formulada por el licenciado Franz José Korte Núñez, Juez de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de San José, Goicoechea, se concluye:

A) Debido a que el artículo 83 del Código Penal, fue derogado por la Ley de Reorganización Judicial N°7725 de 15 de diciembre de 1997, únicamente son aplicables las causales de interrupción de la prescripción de los actos procesales en materia de tránsito que dispone el  artículo 181 de la Ley de Tránsito, las cuales son:

· El señalamiento para audiencia oral y pública.

· La interposición de un recurso de inconstitucionalidad. 

· La realización de los trámites de levantamiento de inmunidad, en aquellos casos que sea necesario. 

B) Con la derogatoria del artículo 83 del Código Penal no se estableció expresamente la remisión de la Ley de Tránsito a los numerales 31-35 del nuevo Código Procesal Penal - que establecen las causales  de interrupción de la prescripción de los actos procesales en materia penal -, por lo que éstas no pueden ser aplicables en materia de tránsito.

C) Siendo aplicables únicamente las  causales establecidas el artículo 181 de la Ley de Tránsito, actualmente vigentes, es que se considera que la sentencia de primera instancia, no es una causal que  interrumpe la prescripción de los actos procesales en materia de tránsito.
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El Lic. Jorge Segura Román dice  que en el punto de causales de interrupción  referente al artículo 181  la primera se trata de una causal de interrupción, pero que los otros dos no son  causales de interrupción sino de suspensión y los efectos son diferentes, en el informe se están presentado como si fueran actos procesales en materia de tránsito todas  interrupciones.

La Licda. Milena Conejo dice  que la única causa de interrupción es la primera porque el artículo 183 de la Ley de Tránsito dice que se suspende en la inconstitucionalidad y por la inmunidad.  La duda de él es si la sentencia de primera instancia interrumpía la prescripción.  La prescripción en materia de tránsito es de un año porque es contravencional y hay una norma especial. 

El Lic. González dice que si la sentencia decide sobre el punto es ella la que decide  y aunque la ley no lo diga tiene que estar interrumpiendo la prescripción.

La Licda. Conejo expresa que debido a la reforma reciente, quedó sin efecto la parte del Código Penal, de la cual se interpretaba que la sentencia se interrumpía en materia contravencional y ahora se resuelve diferente, por lo que el juez hace la consulta al quedar derogado ese artículo.

El Dr. Chirino considera importante que en la respuesta se indique que una interpretación lógica de los principios del Derecho lleva a suponer que la sentencia interrumpe el plazo de prescripción, igual pasa en sede penal con la sentencia de juicio y la que dicta  la Sala de Casación y el Tribunal de Casación. Cree que la respuesta es omisa en ese aspecto y recomendaría devolverla para que se fundamente.

La Licda. Conejo  agrega que se debería poner en parte lo de la literalidad de la ley de Tránsito y darle un poquito más de fondo con algo de Teoría General del Proceso la  que determina por  excelencia el proceso. Lo que pasa es que la materia de  tránsito por ser especializada se saca de la materia contravencional lo que ha hecho  que  surja la duda.

El Lic. González  dice que la sentencia es el acto final donde se decide y ahí se dice si la acción está o no prescrita, como inicialmente se está analizando, pero si se está diciendo ya,  de obvio se está tratando el tema y ahí se agota el plazo.

El Dr. Chirino dice que  se podría devolver la consulta para que se fundamente en el sentido de poner por qué es tan literal y a qué se debió el cambio legal que dejó la materia contravencional de tránsito en un limbo jurídico y  la razón natural de que todas las sentencias interrumpen los plazos de prescripción en buena teoría del proceso.

SE ACUERDA:  Previo a resolver devolver la consulta al  Lic. Román Bresciani Quirós para que la fundamente en cuanto a los puntos anotados anteriormente.

ARTICULO III

El Lic. Rodrigo Zúñiga Soto, Juez Contravencional del Segundo Circuito Judicial de San José, en oficio de fecha 21 de julio de 2003  dice:

“Por medio de la presente y, en forma respetuosa le solicito se sirva informarme cuál es o será el criterio que los Juzgados Contravencionales del país, deberán disponer con motivo de la Ley 8250 vigente, a partir del 10-11-02 (modificación del Código Penal, Ley número 4573 y sus reformas), en lo que respecta a las “Multas”, en base a lo que de seguido expondré.

a) La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante voto 1054-94 de las quince horas veinticuatro minutos del veintidós de febrero del año mil novecientos noventa y cuatro, expediente 2375-M-91, por acción de Inconstitucionalidad promovida por Guillermo Fernández Vega, declaró la inconstitucionalidad del artículo 426 del Código de >Procedimientos Penales, anulando la frase “ésta se convertirá a razón de un día de prisión por día multa contenida en el artículo 56 del Código Penal vigente, por ser violatoria de los artículos 33 y 38 de la  Constitución Política”.

b) Sin embargo, dicho artículo 56, se adicionó mediante Ley 8250 del dos de mayo de dos mil dos, publicada en el alcance 37 de la Gaceta número 89 del diez de mayo del dos mil dos, modificación que entró a regir del diez de noviembre del año dos mil dos que reza: “Si la persona condenada incumple injustificadamente las obligaciones propias de la prestación de servicio  de utilidad pública, derivadas de la sustitución de la pena de multa, ésta se convertirá en un día de prisión por cada día de  prestación de dichos servicios”.

c) No obstante, el legislador o las personas encargadas del proyecto de modificación, con todo respeto, me parece que sin querer omitieron referirse o bien aclarar que se iba a ejecutar hacia futuro sobre lo que la Sala Constitucional había indicado mediante el voto 1054-94 referente a las “Multas”; toda vez, que sus pronunciamientos nos resultan vinculantes erga omnes, salvo para sí misma, tal y como lo señala el Artículo 13, de la Ley de Jurisdicción Constitucional.

Lo anterior, por cuanto al estar la Sentencia firme para la ejecución de la misma por el “no pago de multa” y, sobre todo en los casos de “aceptación de cargos del contraventor”, el cual, está anuente a pagar determinada multa y no someterse a juicio, de proceder, esta autoridad, a su captura para dar cumplimiento a lo que nos remite el Código Penal, estará contraviniendo lo indicado en el voto 1054-94, de referencia y eventualmente podría, el suscrito y, cualquier otro Juez homólogo, enfrentar un Habeas Corpus, con las repercusiones sancionatorias, ya conocidas, en estos casos.

La consulta se hace como bien se indica, ya que, el Despacho cuenta con una serie de expedientes (ocho en total) con acusados que aceptaron los hechos, su sentencia está en firme y, no cancelaron la multa impuesta, razón la cual, solicito se sirvan aclararme el punto en cuestión, a fin de aplicar lo que en derecho efectivamente corresponda.
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La Licda. Yadira Brizuela Guadamuz, Profesional en Derecho de la Escuela Judicial, en oficio EJ-UJ-75-2004 del 8 de marzo del año en curso rinde el siguiente informe:

“Informe:

Consulta sobre la conversión de la pena de días multa en prisión

Antecedentes

I. El Mag. Daniel González Álvarez  remite la consulta presentada por el licenciado Rodrigo Zúñiga Soto, juez contravencional del Segundo Circuito Judicial de San José, donde solicita el criterio de la Comisión de Asuntos Penales de la Corte Suprema de Justicia, en lo relativo a la constitucionalidad de la reforma al artículo 56 del Código Penal, por ley  n° 8250, publicada en el alcance n°  37 de La Gaceta n° 89 del 10 de mayo del año 2002.  Específicamente, se cuestiona si se mantiene la prohibición de convertir la pena de días multa en prisión, conforme lo había resuelto la Sala Constitucional mediante el Voto  n° 1054-94.

II. La presente consulta cumple con los requisitos de admisibilidad establecidos por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en su sesión n° 15-01 del veintitrés de agosto de dos mil uno, artículo V. Por lo anterior, se resuelve de conformidad con el artículo 6 inciso b) de la ley número 6593, Ley de Creación de la Escuela Judicial.

Resoluciones de la consulta

I. Vigencia temporal de la ley.  Conforme lo establece el artículo 129 de la Constitución Política, toda ley de la República aprobada por la Asamblea Legislativa adquiere vigencia a partir del día que ella designe y, a la falta de este requisito, diez días después de su publicación en el diario oficial.   En otras palabras, resulta de acatamiento obligatorio para todos, en especial para los operadores del derecho, a partir del momento que se dispuso para su entrada en vigencia.  Esta vigencia además permanecerá hasta que no sea derogada o abrogada, o bien, en su defecto, hasta que no se decrete su inaplicación por parte de la Sala Constitucional (artículo 10 de la Constitución Política y  artículo 88 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). 

II. Artículo 56 del Código Penal, reformado por Ley No. 8250
La norma consultada dispone, en lo que interesa, lo siguiente:  “Si la persona condena tiene capacidad de pago, pero no cancela la pena de multa o incumple el abono de las cuotas en los plazos fijados, la pena se convertirá en un día de prisión por cada día multa, sin perjuicio de la facultad del juez de sentencia para hacerla efectiva de oficio, en los bienes de aquella o de su garante, por medio de embargo y remate” (el subrayado no aparecen en el original).

En un estudio de la legislación existente  a la fecha en materia penal , así como de la jurisprudencia constitucional dictada a partir de la entrada en rigor de esta normativa al día de hoy, se observa que no existe ninguna disposición que la haya derogado expresa o tácitamente, ni ha sido decretada su inaplicación por la Sala Constitucional.  Es decir, conforme al principio de legalidad que rige el  Estado de derecho, la norma consultada está vigente y, como tal, es de acatamiento obligatorio para todos.

III. Dudas sobre la constitucionalidad de una norma 

De acuerdo con lo que establece el artículo 8,  inciso 1º de la Ley Orgánica del Poder Judicial, si los funcionarios que administra justicia tienen duda sobre la constitucionalidad de una norma “...necesariamente deberán consultar ante la jurisdicción constitucional” lo que estimen pertinente.  Lo anterior, por cuanto esta materia, la constitucionalidad de la normativa interna del país, es competencia exclusiva de la Sala Constitucional, según los artículos 1, 2, 3 y 4 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, en relación con el artículo 10 de la Constitución Política. 

Conclusiones y recomendaciones

De acuerdo con los puntos que se citan, se recomienda lo siguiente:

1) El artículo 56 del Código Penal, reformado por Ley n° 8250, publicada en el alcance n° 37, de La Gaceta n° 89, del 10 de mayo del año 2002, se encuentra vigente y es de acatamiento obligatorio para todos, pues a la fecha de hoy no ha sido derogado, ni se ha decretado su inaplicación por la Sala Constitucional.

2) Si la autoridad consultante tiene dudas sobre su aplicación, específicamente sobre su constitucionalidad, lo que le corresponde es formular la respectiva consulta judicial a la Sala Constitucional, conforme lo señalan el artículo 8 inciso 1º de la Ley Orgánica del Poder Judicial y  artículo 102 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.

3) La Escuela Judicial es un ente consultor auxiliar de justicia de aspectos prácticos sobre la normativa existente y, en ese carácter, no se puede arrogar competencias que están reservadas en forma exclusiva a otras instancias, en particular cuando las mismas están ya definidas la propia Constitución Política (artículo 10). 
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El Lic. Horacio González dice que siendo proyecto se sometió a la Sala Constitucional a consulta  ese punto, por lo que sería conveniente que se indique en el informe la consulta de la Asamblea Legislativa.

SE ACUERDA: 
Previo a aprobar, se recomienda devolver la consulta a la Licda. Yadira  Brizuela Guadamuz, para que incluya lo referente a la consulta que hizo la Asamblea Legislativa sobre dicho punto.

ARTICULO IV

La Licda. María Teresita Rodríguez Villalobos, Profesional en Derecho de la Escuela Judicial, en oficio EJ-UJ-77-2004 de 9 de marzo del año en curso dice:

“Someto a consideración de los miembros del  Consejo Directivo de la Escuela Judicial, la propuesta planteada por el señor Marco Antonio Palacios, Consultor Coordinador del Proyecto de Propiedad Intelectual SIECA-USAID, mediante oficio No. PI-013-2004, del 02 del mes en curso, con el fin de que se autorice el “Curso Centroamericano sobre Propiedad Intelectual para Jueces y Fiscales” en nuestro país, cuya importancia radica en apoyar la divulgación y capacitación en esta materia.

En caso de que dicha propuesta sea acogida, es importante mencionar que la SIECA(Secretaría de Integración Económica Centroamericana), a través del Proyecto de propiedad Intelectual SIECA-USAID, cubrirá los gastos relacionados con la contratación y traslado de los expositores y cafés durante los días en los que se realice el curso presencial de los módulos 2, 3, y 4. La presentación del contenido del módulo 1 se prevé cubrir  en una mañana o una tarde, para tal ocasión el Proyecto cubrirá los costos de café. Además requieren para efectos de logística , que tres semanas antes de la realización de cada módulo sea comunicado el número confirmado de participantes así como sus nombres y cargos.


Para efectos de la coordinación general del evento y el espacio físico, solicitan a la Escuela Judicial la posibilidad de que se pueda:

1. Reproducir y cubrir el costo de la reproducción del material bibliográfico, el cual será proporcionado vía electrónica, lo que evitará el costo y complicaciones de traslado desde Guatemala.

2. Brindarles transporte aeropuerto-hotel-aeropuerto y hotel-sede del evento-hotel para los consultores que impartirán los módulos, para lo cual se estará en espera de los itinerarios correspondientes con anticipación.

3. Brindarles el espacio físico, el cual ya se coordinó con el Colegio de abogados para que nos facilite un aula en la Dirección Académica del mismo.

 
Se solicita que dado que el curso se ha programado para cinco países, que no se altere las fechas indicadas, ya que de lo contrario existiría un desajuste en el mismo. En la primera sección del calendario adjunto se encuentra un listado de las fechas máximas para entrega del material por parte de los expositores, por lo tanto una vez recibido dicho material, será revisado por consultores del Proyecto y se espera que aproximadamente 2 semanas después, lo envíen a cada país para su respectiva reproducción, es decir 2 semanas antes de inciar cada módulo. Son 4 módulos programados y conforme vaya terminando cada módulo se entregará al participante el material para que tengan tiempo de estudiar el material para el próximo, programándose dejar 1 mes entre cada uno de los módulos para que así cuenten con el tiempo necesario para estudiar.


Las fechas programadas para el curso se asignaron de la siguiente manera:

1. Fecha máxima de recepción de material de apoyo por los conferenciantes-12-Abril-04

2. Módulo I-Viernes 30-Abril-04

3. Módulo II-Jueves-Viernes 3-4- junio-04

4. Módulo III- Lunes-Martes 12-13 julio-04

5. Módulo IV- Jueves-Viernes 19-20-Agosto-04

Por otro lado se estima la participación de 35 profesionales, incluidos 3 funcionarios que laboren en el interior del país, por lo que se requiere permiso  con goce de salario sin sustitución y en el entendido de que los despachos en que laboran tomarán las medidas necesarias para que la prestación del buen servicio público no se vea afectada y sin que se suspendan diligencias previamente programadas para esas fechas. Además los criterios de selección de los participantes serán los que apliquen la Escuela Judicial y el Ministerio Público, tomando en cuenta la legislación vigente en el país tanto en vía penal como civil. Posteriormente enviaremos las listas con los nombres de los 20 jueces y 15 fiscales seleccionados. 

 Asimismo en vista de que el curso será de aprovechamiento, y por lo tanto evaluado, es importante saber si ellos se encargarán del sistema de evaluación o lo sugerimos a discreción  de cada Escuela Judicial y Ministerio Público.


Adjunto se encuentra el calendario y programa establecido  para dicha actividad.”
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En oficio EJ-UJ-78-2004  del 10 de marzo en curso  adiciona el oficio EJ-UJ-77-2004 en el sentido que se aprueben los respectivos certificados de aprovechamiento.
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SE ACUERDA:  Aprobar el curso “Centroamericano sobre Propiedad Intelectual para Jueces y Fiscales” a realizar, Módulo I el Viernes 30 de abril de 2004, Módulo II Jueves- Viernes 3 y 4 de junio de 2004, Módulo III Lunes -Martes 12 y 13 julio de 2004, Módulo IV Jueves-Viernes  19-20 agosto de 2004.  Se autoriza la reproducción del material bibliográfico, transporte, espacio físico y confección de certificados de aprovechamiento.  Comuníquese al Consejo Superior para la autorización de permiso con goce de salario sin sustitución para los participantes siempre y cuando no afecte el buen servicio público.  Se adjunta lista de participantes para su aprobación. ACUERDO FIRME.

ARTICULO V

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez, Director de la Escuela Judicial, comunica  que como es del conocimiento de todos los miembros del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se ha tenido que ceder espacio  que ocupaba la Escuela en el quinto piso del O.I.J. para destinarlo al Departamento de Informática y actualmente no tenemos aulas para realizar los cursos y ubicar las oficina de la unidad de Archivo y Consultores.  Por lo que propone que se haga instancia a la Corte Plena para que reserve el presupuesto correspondiente para la construcción de la Escuela en la Finca La Soledad en San Joaquín de Flores.

SE ACUERDA:  Comunicar al Mag. Luis Paulino Mora Mora, Presidente de la Corte Plena el beneplácito del Consejo Directivo de la Escuela Judicial en el sentido de poder contar con la reserva presupuestaria para la construcción de la Escuela Judicial.  ACUERDO FIRME.

ARTICULO VI

El Dr. Alfredo Chirino Sánchez informa que, durante el período comprendido del 29 de marzo al 2 de abril de 2004, se estará celebrando en la Escuela Judicial de Barcelona unas Jornadas de Formación a Formadores, cuyo propósito es valorar el desarrollo y eficiencia  de las tutorías de jueces adjuntos en dicha Escuela.

Que los objetivos de las jornadas son:

· Analizar la práctica docente tanto en la fase teórica, como la que se imparte en la fase de adjuntía (fase práctica) del Programa de Formación Inicial de Jueces.

· Trasladar a la Escuela Judicial y demás órganos competentes del Consejo General del Poder Judicial de España, las inquietudes, elementos positivos y carencias que presenta el actual sistema de formación de jueces, quienes tienen la responsabilidad de ejercer como tutores, y la capacidad de detectar las carencias del sistema.

· Establecer criterios comunes pedagógicos que permitan el desarrollo óptimo de las tutorías que se realizan en la fase práctica.

· Determinar la búsqueda de una metodología de trabajo que pueda implementarse en la fase de adjuntía de manera eficiente.

· Profundizar en la implantación de criterios objetivos y homogéneos para la evaluación de los jueces adjuntos, lo que hemos llamado en Costa Rica jueces en la fase práctica o “pasantes”.
Manifiesta que, en vísperas de iniciar una consultoría tan importante para el futuro de la capacitación judicial, como lo es la Consultoría del Programa de Formación Inicial de Jueces, considera oportuno que un grupo interdisciplinario de profesionales de nuestra Escuela participe en dicha actividad, ya que, nos permitirá enriquecernos de la experiencia que durante estos años ha tenido la Escuela Judicial de Barcelona, tanto en la programación como en la ejecución del programa. 

La adquisición de conocimientos y el desarrollo de destrezas y actitudes para el efectivo manejo de un programa de formación inicial como el español, sobre todo, en aspectos específicos de la gestión, coordinación, metodología, ejecución y evaluación de la fase práctica del mismo, permitirá a nuestra Escuela, asumir de una mejor manera, más responsable y profesional, el rol de contraparte y ejecutores que debemos tener durante el proceso de diseño y ejecución del Programa referido.

A tal efecto y ante un atento ofrecimiento hecho por esa Escuela hermana, en los últimos días se han llevado a cabo una serie de conversaciones entre ambas Escuelas, con el propósito de que dos o tres profesionales nuestros, participen en dicha actividad y puedan observar todo el proceso del programa, de la misma manera, esta experiencia les permitirá analizar aquellos aspectos de índole metodológicos, pedagógicos, evaluativos, jurídicos y de coordinación, que puedan servirnos para la implementación de la Formación Inicial de Jueces en Costa Rica. Considera importante hacer notar que el ofrecimiento realizado a nuestra Escuela reviste una especial connotación, ya que ese tipo de actividad ha sido restringida únicamente a funcionarios españoles, pero que por los estrechos lazos de cooperación entre ambas instituciones y en reconocimiento al profesionalismo con que realizamos nuestra función, se ha abierto esta posibilidad de participación nuestra.

Considera el Dr. Chirino, que esta oportunidad debería ser maximizada, y a la vez, aprovechar la posible visita para analizar aspectos de gestión y coordinación que utilizan en España en programas como Formación Continua (o Complementaria) y Capacitación Virtual, así como sus respectivos modelos pedagógicos. Para ello, funcionarios de la Escuela Judicial de Barcelona están en completa disposición de coordinar las visitas institucionales necesarias a la sede de la Escuela en Madrid, donde llevan estos últimos procesos, durante los días previos a la actividad antes mencionada.

Por todo lo anterior, el Dr. Chirino, solicita a este Consejo aprobar la participación de tres profesionales de esta Escuela Judicial en la actividad y visitas institucionales reseñadas, e interponer sus buenos oficios para solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial, la aprobación necesaria para que esas personas puedan desplazarse a España entre las fechas comprendidas del 22 de marzo al 2 de abril de 2004, que se les apruebe el pago de los tiquetes aéreos correspondientes y de los viáticos necesarios para su estadía, así como el formal permiso con goce de salario sin sustitución.

SE ACORDÓ: Solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial, la autorización para que tres profesionales de la Escuela Judicial participen en la actividad de referencia durante las fechas comprendidas entre el 29 de marzo y el 2 de abril de 2004 en la ciudad de Barcelona, España; así como para que durante la semana anterior realicen una visita institucional a la sede, en Madrid, de la Escuela Judicial de España, a efectos de conocer la gestión, administración y desarrollo del modelo pedagógico utilizado en los Programas de Formación Continua y Virtual que allá se ejecutan. Se solicita el respectivo permiso con goce de salario y sin sustitución a dichos funcionarios, Licda. Ingrid Bermúdez Vindas, Profesional en Métodos de Enseñanza, Licda. Sonia Méndez González, Profesional en Métodos de Enseñanza y al Lic. Otto González Vílchez, Abogado entre las fechas comprendidas entre el 22 de marzo y el 2 de abril de 2004; así como el pago de los tiquetes aéreos y viáticos correspondientes a cargo del presupuesto general del Poder Judicial, ya que la Escuela Judicial no cuenta con fondos. ACUERDO FIRME.

ARTICULO VII

El Consejo Directivo de la Escuela Judicial en oficio N°190-CD/EJ-03 del 10 de octubre de 2003 remitió al Lic. Jorge Rojas Vargas, Director del Organismo de Investigación Judicial el acuerdo tomado en la sesión N°16 celebrada el 9 de octubre de 2003, artículo IV, referente a la construcción de aulas en la finca La Soledad en San Joaquín de Flores para  que emitan criterio sobre las actividades que se podrían concentrar ahí, con la finalidad de gestionar ante el Consejo Superior el financiamiento.

SE ACUERDA: Dejar sin efecto el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión N°16 del 9 de octubre del año 2003, artículo IV.  Comuníquese al Director del Organismo de Investigación Judicial. ACUERDO FIRME.

ARTICULO VIII

La Licda. Alejandra Monge Arias, Abogada de la Escuela Judicial en oficio EJ-UJ-079-04 del 10 de marzo de 2004 dice:

“Del 24 al 27 de febrero del año en curso se celebró el “I congreso Nacional y Regional sobre: Integración Regional, Libre Comercio y Políticas Agroambientales para el Desarrollo Rural Sostenible”,  con la colaboración de diversas instituciones y la coordinación del Dr. Enrique Ulate Chacón.

En su oportunidad el Consejo Directivo autorizó la certificación de esta actividad y de acuerdo con las nuevas políticas de certificación se emitieron certificados de “asistencia” para los participantes ya que a pesar de haber tenido una duración de 25 horas, no se trata de un curso, que sería la característica que hubiera permitido que se entregara un certificado de participación (los certificados de asistencia corresponden a charlas o conferencias con un mínimo de 8 horas). Asimismo se entregó certificado académico a los expositores pero sin consignar número de horas por  ser un requisito el acumular un mínimo de 8 horas.

Posteriormente el Sr. Subdirector recibió un correo del Dr. Ulate en el que externa su preocupación ya que instituciones como la Asamblea Legislativa (igualmente sucede con nuestros funcionarios/as), no contemplan dentro del puntaje para carrera profesional este tipo de certificado, con el consecuente perjuicio para los asistentes al Congreso.

El Dr. Ulate solicita hacer la consulta al Consejo Directivo, para que en la medida de lo posible se emitan nuevamente los certificados como de participación, de manera que resulten válidos para el Régimen de Carrera Profesional, aprovecho la ocasión para solicitar asimismo, se reconsidere el otorgar el número de horas que corresponda a los certificados académicos.”
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SE ACUERDA: Comunicar a la Licda. Alejandra Monge Arias, que de acuerdo con la normativa aprobada por este Consejo en la sesión N°18 celebrada el 5 de noviembre del 2003, artículo I, solo se otorga certificados de participación cuando se trate de un curso con una duración mínima de 16 horas y en cuanto a los certificados académicos se extenderá solamente a los docentes, el número requerido para otorgarlo es de 8 horas (el docente o expositor acumulará horas y una vez que tenga 8 horas se le confeccionará el certificado).  Considerado en su oportunidad de que no se trataba de un curso sino  de un Congreso con una duración de 25 horas, este Consejo en la sesión  N°4 del  12 de febrero de 2004, artículo XV autorizó la confección de certificados de participación en este caso, de acuerdo con el planteamiento inicial de su solicitud (ya que se supone que se había realizado previamente una valoración académica de la actividad),  por lo cual se debe proceder tal y como el Consejo lo dispuso inicialmente. ACUERDO FIRME.

MINISTERIO PUBLICO

ARTICULO IX

El Lic. Carlos Ma. Jiménez Vásquez, Fiscal de la Unidad de Capacitación y Supervisión del Ministerio Público en oficio de fecha 27 de febrero de 2004 dice:

“Según lo conversado el día de ayer,  me permito solicitar aprobación para que la Unidad de Producción Audiovisual, facilite al Ministerio Público, los medios y los expertos para la producción de una serie de cortos audiovisuales (de 15 a 30 minutos cada uno), al menos sobre los temas siguientes:

· Interrogatorio a expertos en ciencias forenses y en criminalística.

· Interrogatorio a personas menores de edad.

· Interrogatorio a testigos hostiles

· Entrevista a fiscales, defensores y policía de investigación, sobre los problemas más comunes atinentes al interrogatorio a expertos.

Este material será usado en la capacitación a fiscales en técnicas de producción de prueba en juicio oral, y por supuesto, podrá ser usado por otros sectores del Poder Judicial.

El material que se produzca no requiere ser editado, ni se requiere preparación de guión.

Obtenida su aprobación los encargados por nuestra parte coordinarían los detalles y la calendarización con los compañeros de Producción Audiovisual.

Para más información extensión 3539; cjimenez@poder-judicial.go.cr y carlosmjv@hotmail.com”.
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SE ACUERDA: Aprobar la solicitud anterior.  Se comisiona al señor Frank Alvarado Céspedes, Jefe de la Unidad de Audiovisulaes de la Escuela Judicial para que coordine al respecto.  ACUERDO FIRME.

ASUNTOS VARIOS

ARTICULO X

El señor Alexander Navarro Azofeifa, Jefe Departamento Administrativo del Ministerio de Hacienda, en oficio DA-0193-2004 del 25 de febrero de 2004 dice:

“Mediante OFICIO N°00396-2004-DHR, la Defensoría de los Habitantes, en torno a una denuncia de Hostigamiento Sexual presentado por una funcionaria de nuestra institución, se nos recomienda entre otros puntos, programar y realizar charlas de capacitación para el personal de Aduanas de manera que conozcan sus derechos a la luz de la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, así como Capacitar a las personas integrantes del Órgano Director en materia de Hostigamiento Sexual con el fin de que conozcan la jurisprudencia y el procedimiento existente.

Por lo anterior, acudo a ustedes solicitándole, en el caso de que dentro de su programación de actividades existan cursos con esta temática, se nos tome en cuenta dentro del Plan de Trabajo de la Escuela Judicial y se nos otorguen en la medida de lo posible algunos cupos o espacios para que poco a poco nuestro personal pueda recibir capacitación en dicha materia.”
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La Licda. María Teresita Rodríguez Villalobos, Profesional en Derecho de la Escuela Judicial, en oficio EJ-UJ-74-2004 de 8 de marzo del año en curso dice:

“Mediante oficio DA-0193-2004, del 25 de febrero pasado, el señor Alexánder Navarro Azofeifa, Jefe del Departamento Administrativo, de la Dirección General  de Aduanas, solicita lo siguiente:

Ser tomados en cuenta dentro de  nuestra  programación de actividades de la Escuela Judicial e  incluirlos  en los cursos en relación con la Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia, asimismo tomar en cuenta en esta capacitación a personas integrantes del Órgano Director en esta materia.

Me permito informar al Consejo Directivo, que la capacitación de Hostigamiento Sexual se encuentra dentro de nuestro plan de trabajo 2004, está programada una mesa redonda  para este año, eventualmente, los tomaremos en cuenta dentro de las posibilidades de la Escuela, ya que, es necesario dar prioridad a los empleados judiciales.”
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SE ACUERDA:  Comunicar al Lic. Alexander Navarro Azofeifa, Jefe del Departamento de Administración del Ministerio de Hacienda que dentro del Plan de Trabajo de la Escuela Judicial para el 2004 se tiene programada una mesa redonda sobre Hostigamiento Sexual donde se les tomará en cuenta.  Se comisiona a la Licda. Teresita Rodríguez Villalobos, para que en su oportunidad incluya y coordine lo que corresponda.  ACUERDO FIRME.

Se levanta la sesión a las once horas con treinta minutos.

Mag. Ana Virginia Calzada Miranda

Dr. Alfredo Chirino Sánchez

                     PRESIDENTE                                                    DIRECTOR ESCUELA JUDICIAL

� HERNÁNDEZ SUÁREZ, David, “Ley de Tránsito comentada, anotada y concordada, Tomos I y I”, 1a edición, Editorial Jurídica Continental, San José, 2003, p. 219


� CÓDIGO PENAL: Ley de Justicia Penal Juvenil., 13a edición, Editorial Porvenir, San José, Costa Rica, 1999.





